
 

La OPS pone gratuitamente a disposición del público la base de datos Migración y Salud: Marcos Políticos y Regulatorios en la Región de las Américas (“la Base 
de Datos”). Si bien la OPS se esfuerza por mantener la base de datos actualizada, la OPS no puede garantizar los resultados que se obtengan de su uso ni que la 

información ahí contenida sea fidedigna, correcta o precisa. La información que se obtiene en la Base de Datos no puede ser considerada como asesoría legal. La OPS 

no asume responsabilidad legal alguna por la exactitud, integridad o utilidad de la información proporcionada. La exención de responsabilidad se extiende a cualquier 

imprecisión, error, omisión o falla de funcionamiento, interrupción, virus informático o falla de comunicación. La OPS no será responsable de ningún daño, 

reclamación, coste o pérdida relacionadas o que puedan derivarse del uso, uso inapropiado o imposibilidad de uso de la Base de Datos. La presencia de cualquier 
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México 

 

Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de 

Trata de Personas y para la Protección y Asistencia de las Víctimas de 

estos Delitos (2012) 

 

Artículo 3o. La interpretación, aplicación y definición de las acciones para el 

cumplimiento de la presente Ley; el diseño e implementación de acciones de 

prevención, investigación, persecución y sanción de los delitos objeto del 

presente ordenamiento legal, así como para la protección y asistencia a las 

víctimas, ofendidos y testigos, se orientarán, además de lo previsto en el orden 

jurídico nacional, por los siguientes principios: 

I. Máxima protección: Obligación de cualquier autoridad, de velar por la 

aplicación más amplia de medidas de protección a la dignidad, libertad, 

seguridad y demás derechos humanos de las víctimas y los ofendidos de los 

delitos previstos por esta ley. Las autoridades adoptarán, en todo momento, 

medidas para garantizar su seguridad, protección, bienestar físico y 

psicológico, su intimidad y el resguardo de su identidad y datos personales.  

II. Perspectiva de género: Entendida como una visión científica, analítica y 

política sobre las mujeres y los hombres y las relaciones entre ellos en la 

sociedad, que permite enfocar y comprender las desigualdades socialmente 

construidas a fin de establecer políticas y acciones de Estado transversales 

para disminuir hasta abatir las brechas de desigualdad entre los sexos y 

garantizar el acceso a la justicia y el ejercicio pleno de sus derechos.  

[...] 

VI. Prohibición de devolución o expulsión: Las víctimas de los delitos previstos 

en esta Ley no serán repatriadas a su país o enviadas a su lugar de origen en 

territorio nacional, cuando su vida, libertad, integridad, seguridad o las de sus 

familias, corra algún peligro. La autoridad deberá cerciorarse de esta condición. 

En el caso de los refugiados, se les reconozca o no tal calidad, no se les podrá 

poner en fronteras o territorios donde el peligro se dé por causa de su raza, 

religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social, opiniones 

políticas o cualquier otra razón que permita creer que su seguridad e integridad 

estarían en riesgo, independientemente de cuál sea su estatus jurídico como 

extranjero en cuanto a duración y legalidad. La repatriación de las víctimas 

extranjeras de los delitos previstos en esta Ley, será siempre voluntaria y 

conforme a los protocolos de repatriación vigentes, para garantizar un retorno 

digno y seguro. [...] 

Artículo 65. La protección de las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos 

contenidos en la presente Ley comprenderá, además de lo previsto en el 

artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de 

los demás contemplado en esta Ley, los siguientes rubros: I. Se garantizará a 

las víctimas de los delitos previstos en la presente Ley, cuando sea necesario, 
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alojamiento adecuado, atención médica de calidad, acceso a la educación, 

capacitación y oportunidades de empleo, hasta su total recuperación y 

resocialización. Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y 

opciones dignas y viables para su reincorporación a la sociedad, encaminada a 

la construcción de autonomía, en los términos del párrafo segundo de la 

fracción V del artículo 62 de la presente Ley.  

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley, atención 

física, psicológica y social hasta su total recuperación y rehabilitación. Esta 

atención deberá ser proporcionada por autoridades competentes en 

coordinación con organizaciones no gubernamentales y otros sectores de la 

sociedad civil, en los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 

62 de la presente Ley.  

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguardar su seguridad física, 

su libertad, dignidad, integridad física y mental, sus derechos humanos y la 

reparación del daño, así como el normal desarrollo de su personalidad en el 

caso de niñas, niños y adolescentes 


